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DE SECTOR: 

INVITADOS: Por la Asociación Uruguaya de Industrias del Plástico, ingeniero Hugo Donner, Presidente; 
y el señor Ricardo Kunin, Director. En representación de empresas, los señores Fabián 
Lamela de GRANELUR S.A., Enrique Karawacki de PLÁSTICOS GEPAX S.A., Fernando 
Jacobo de PORTIEX S.A., contadores Antonio Azadian de POLYBAG S.A. y Marcerlo 
Debat de STRONG S.A.. 


Por el Ministerio de Economía y Finanzas, señor Subsecretario, economista Mario Bergara; 


economista Fernando Antía, Director General de Comercio Exterior y contador David Eibe, 
Asesor Tributario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Delgado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Asociación 
Uruguaya de Industrias del Plástico, integrada por su Presidente, ingeniero Hugo Donner, su Director, 


Ricardo Kunin y los representantes de las empresas GRANELUR S.A., señor Fabián Lamela; PLÁSTICOS 
GEPAX S.A., señor Enrique Karawacki; PORTIEX S.A., señores Jorge y Fernando Jacobo; POLYBAG S.A., 
contador Antonio Azadian, y STRONG S.A., contador Marcelo Debat. 


Esta Comisión dio curso a la solicitud de entrevista que presentara la Asociación Uruguaya de Industrias del 
Plástico, a fin de plantear la difícil situación por la que atraviesa el sector, debido a la importación de bolsas 
de plástico desde Brasil. En tal sentido, cedemos la palabra al señor Presidente de la Asociación, ingeniero 
Donner. 


SEÑOR DONNER.- Queremos agradecer profundamente la oportunidad de plantear este caso y, sobre 
todo, la celeridad con que se concedió la entrevista. 


Quisiera hacer una breve introducción general al problema y después ceder la palabra a los directamente 
involucrados en el caso particular que planteamos. 


Seguramente, la situación general no va a representar ninguna novedad para ustedes: es el caso de las 
importaciones realizadas muy por debajo de cualquier valor razonable, tanto de la región como de otras 
procedencias. Cómo ello afecta al comercio exterior del país y a la actividad de la industria nacional es a lo 
que queremos referirnos, primero, en grandes líneas y, luego, analizar con cifras concretas un caso que nos 
ocupa especialmente. Con seguridad, esto está pasando en todos los ámbitos, pero se ve con mayor claridad 
en sectores como los nuestros en los que, sin que puedan ser clasificados como "commodities" -como podría 
ser un grano o un mineral, en los que los precios internacionales se mueven en fajas muy limitadas-, se puede 
decir que nuestras materias primas y muchos de nuestros productos semielaborados se parecen bastante a 
ellos; en general, nuestros productos terminados son materia prima para otras industrias, no siempre son 
productos muy diversos de uso público. De manera que cuando nos referimos al precio de una materia prima 
en el mercado internacional, es bastante concreto y con poca dispersión. 


Así, nos encontramos con que no solo en el nuestro sino en muchos otros sectores industriales del país se 
enfrentan situaciones en que Uruguay está importando productos terminados de la región y de otros destinos 
a precios similares, y en algunos casos inferiores, a los que a nosotros nos cuesta la materia prima. Es obvio 
abundar en el perjuicio que esto significa para la actividad -en algunos casos, haciéndola directamente 
imposible- y lo que trae aparejado en cuanto a competitividad y desempleo. 


Con relación al problema que configuraría la situación de dumping, nos preocupa también la marcadísima 
asimetría con nuestros socios del MERCOSUR. Problemas de dumping tenemos todos, mutuos, recíprocos 
en la región o de otros destinos como, por ejemplo, Oriente. La diferencia entre cómo se procesan esas 
situaciones en Uruguay y en nuestros vecinos Argentina y Brasil, es marcadísima. Conseguir una defensa 
frente a una situación de dumping en Uruguay, en la práctica, resulta imposible. Si bien se ha logrado en 
algunos casos, han sido contados con los dedos de una mano, y ello luego de años de recorrer caminos muy 
difíciles, cosa que no ocurre en los países vecinos, que cuentan con otros mecanismos. No somos ingenuos y 
sabemos que esto es consecuencia de la disparidad de fuerzas al momento de negociar a nivel oficial, pero 
creemos que es hora de empezar a cambiar la forma en que Uruguay se defiende de estas situaciones en 
comparación con otros países cercanos. 


Otro tema a tener en cuenta es el de la incidencia de los volúmenes relativos. En un caso que no sea de 
dumping sino de una situación genuina, por ejemplo, la liquidación de saldos de "stock" de una empresa 
importante, mientras en un país grande puede ser absorbida perfectamente -y es práctica normal en mercados 
como los de Brasil y Estados Unidos, donde esas cosas existen, aunque no se sienten-, en nuestro país, por 
una simple razón de escala, un par de contenedores de ese tipo puede liquidar por un año la producción de 
todo un sector. El fenómeno comercial es exactamente el mismo pero el efecto que produce en el mercado, en 
el país y en la producción es desproporcionado. O sea que quizás en Uruguay deberíamos ser más sensibles a 
ese tipo de situaciones, cuando lo que ocurre es lo inverso. 


A continuación, nos vamos a referir con cifras concretas al caso particular que nos preocupa que, además, es 
reciente. 


SEÑOR KARAWACKLI.- Queremos plantear una situación particular que se presenta con relación a 
las importaciones provenientes de Brasil a precios muy inferiores a los que puede acceder nuestro país. 


Voy a dar algunas cifras que les dejaremos por escrito. 


En un comparativo de este año, se puede apreciar que se importaron 356 toneladas de materiales terminados, 
en un mercado en el cual toda la producción nacional sería de unas dos mil toneladas. Estamos hablando de 
bolsas de polietileno y "films", envases para frigoríficos y bolsas para supermercado, bolsas de consumo 
normal en un sector industrial que hace varios años que está siendo atacado por diversos mercados. En 
Uruguay no tenemos posibilidades de exportar en las condiciones que tienen los demás países, ya que no 
tenemos subsidios. No venimos a pedir subsidios, sino a defender nuestro mercado y el trabajo de los 
uruguayos. Podemos competir con el exterior sin subsidio, quizás no con Brasil, pero sí con los mercados 
naturales. 


Como decía, aquí se da una situación en la cual los promedios de alguna empresa en particular están 
prácticamente en el precio de la materia prima despachada. Ergo, en razón de esos subsidios de Brasil, se está 
exportando a razón de US$ 1,55 el kilo CIF Montevideo, cuando un kilo de materia prima despachada está 
costando US$ 1,50. Doy este número primario pero no voy a abundar en cifras, porque no es lo que se 
recuerda. Sin embargo, quiero señalar como concepto que -según datos tomados del sistema brasilero- Brasil 
exporta a Estados Unidos a US$ 2,52 el kilo FOB cuando para el resto del mundo el promedio es de US$ 5, y 
en Uruguay esas exportaciones, cuando se excluye alguna empresa, se realizan a US$ 4 y cuando se incluye a 
una empresa en particular, a US$ 1,53 el kilo. Estos datos corresponden al período comprendido entre 
noviembre de 2004 y abril de 2005 y, por lo tanto, son sumamente recientes. 


Todo esto trae como consecuencia que las empresas que están aquí representadas tengan que enviar unas 
quinientas o seiscientas personas al seguro de desempleo. Antes de que ello suceda, pensamos que podría 
aplicarse alguna medida que permita defender la industria nacional, sobre todo cuando no es atacada por 
motivos de ineficiencia, porque aquí las empresas pueden competir con cualquier producto de afuera, pero no 
contra subsidios y ese tipo de medidas que existen en otros mercados. Nos referimos a Brasil y dejamos de 
lado a Argentina, porque la situación con este país se está manejando por otra vía; ahí sí hay una situación 
clara de incumplimiento de normas del MERCOSUR. En este caso, hay subsidios solapados imposibles de 
demostrar ante la Dirección de Industrias para hacer una denuncia de dumping. Por ejemplo, hay un subsidio 
brasileño que surge de la prefinanciación de exportaciones, por el cual un exportador recibe en forma 
adelantada el equivalente al 80% de sus exportaciones de un año al 3% de tasa de interés, cuando la tasa 
oficial está a 21% y la tasa en el mercado a 36%. De por sí, esto ya significa un 18% de reducción en los 
precios -en el mejor de los casos-, imposible de demostrar porque no hay una norma que lo establezca. Por 
otra parte, cuando exportan reciben entre un 10% y un 15% por lo que ellos llaman VIPE, que es la diferencia 
de lo que costaría esa materia prima traída de terceros mercados e introducida al Brasil; para que se use 
materia prima interna de producción nacional, se les compensa con esa eventual diferencia entre el mercado 
exterior -China, Corea o cualquier otro mercado- y los precios internos de Brasil. Ahí tenemos un 10% o un 
15% adicional, y con esos dos rubros sumamos un 32% o 33% de diferencia con respecto a Uruguay. 


En tercer lugar, están los subsidios aceptados por la OMC, que no son cuestionados en tanto estén entre cifras 
del 8% y el 12%. De manera que, con esto, ya tenemos una diferencia de más del 40%. Lógicamente, esto lo 
puede llevar adelante un país que tiene una política de subsidios que fomenta las exportaciones. En Uruguay 
no se ha logrado eso. Reconocemos que el país no está en condiciones de hacerlo pero, al menos, 
pretendemos que se defiendan los precios internos en función de valores de eficiencia comparados con los de 
cualquier otro país del mundo. 


SEÑOR POSADA.- Quisiéramos saber qué gestiones han realizado ante las autoridades, porque con 
claridad esto requiere de una actuación gubernamental, fundamentalmente, de los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR KARAWACKI.- Todavía no hemos sido recibidos por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
pero sí en el de Industria, Energía y Minería, donde en el día de ayer hicimos un planteamiento similar 
a este ante el señor Director de Industrias. Asimismo, nos presentamos en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, donde nos recibió la doctora Rosario Portela, que es la Directora de Comercio 
Internacional. Estamos en la ronda previa, viendo qué necesita el Estado para proceder en esta 
situación 


Todos los datos que tenemos fueron obtenidos a través de los medios que están a nuestro alcance por Internet 
y del sistema brasileño, que nos dice lo que quiere; el sistema uruguayo es mucho más amplio. Sin embargo, 
nos sirve para tomar cifras y sacar promedios. Eso es lo que traemos como conclusión aquí. Quizás la 
Cancillería podría profundizar estos datos pidiéndolos a Brasil. Tuvimos una entrevista con el Embajador de 
Brasil planteando este tema porque, evidentemente, hay una violación de las normas del MERCOSUR y de 
los principios de hermandad que, a nuestro criterio, no se están cumpliendo. 


Recurrimos a todos los medios que pudimos. No hay que olvidar que el Gobierno actual asumió hace casi 
sesenta días. Demoramos algunos días en concretar las entrevistas porque algunas autoridades no estaban 
designadas. También nos encontramos con el inconveniente de que nadie conoce la materia en profundidad 
por falta de experiencia en el ramo. Estamos procurando entregar toda la información posible a todos los 
niveles. 


Por otra parte, queremos referirnos a lo siguiente. Seguramente, en todos lados nos dirán que deberíamos 
recurrir a una denuncia por dumping, a lo cual el Gobierno anterior, poco o mucho, se oponía porque 
significaba un enfrentamiento directo, en este caso, con Brasil. De cualquier manera, para que se defina una 
situación, esa operativa lleva ocho o nueve meses. Tenemos ejemplos muy cercanos, como el de Brasil con 
CONAPROLE y el de Argentina con los aceites. En Argentina, cualquier denuncia de dumping demora una 
semana y en Brasil es mucho más rápida. En definitiva, ese mecanismo no nos va a dar una solución porque 
cuando lleguemos al final las situaciones ya habrán cambiado o bien estaremos todos destrozados. Esa es la 
realidad que tenemos aquí. Entendemos que puede haber medidas mucho más ágiles, basadas en nuestra 
condición de país de menor desarrollo, siempre dentro de la normativa que rige las relaciones entre los 
países. Debemos recurrir a mecanismos más rápidos, porque está perfectamente claro que subsidios no 
demostrables que son manejados por otras vías, perjudican la actividad del Uruguay. Para nosotros esto es 
sumamente importante. En cuatro meses se gastaron US$ 700.000 en importaciones de productos que 
pudieron haber sido uruguayos; en ellos, el 50% es valor agregado de mano de obra y de productos 
uruguayos, consumo energético, consumo de insumos y mano de obra, que es donde más incide. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuántas empresas están vinculadas con esta situación y qué 
cantidad de mano de obra ocupa cada empresa, para tener una idea de la magnitud del rubro de que 
estamos hablando y del mercado de bolsas de plástico en el Uruguay. 


Con respecto a la situación que están divulgando y denunciando, generando reuniones a fin de que los 
distintos sectores del Gobierno tomen conciencia de ella -como en este caso el Parlamento-, pregunto desde 
hace cuánto tiempo se viene arrastrando, qué gestiones anteriores habían hecho y qué respuestas obtuvieron 
del Poder Ejecutivo de entonces. 


SEÑOR KARAWACKI.- En este momento la situación está abarcando a alrededor de 3.000 empleados 
directos, que están operando en la industria del plástico; si pensamos en empleados indirectos debemos 
multiplicar por dos ese número. 


En cuanto al monto, estamos hablando de aproximadamente dieciocho mil toneladas de materias primas que 
se procesan en el país. Eso en cifras implicaría US$ 30:000.000, que se convierten en un mínimo de 

US$ 60:000.000, si solamente tomamos una relación dos a uno; no debemos olvidar que, a medida que se le 
incorpora mayor valor agregado a estos productos, el costo de la materia prima se multiplica por tres en gran 
parte del sector. Por tanto, podemos estar hablando de US$ 100:000.000 anuales de producción nacional. 


SEÑOR DONNER.- En cuanto al número de empresas vinculadas, nuestra asociación agrupa a 
aproximadamente sesenta empresas de todo tamaño y suponemos que representamos 
aproximadamente el 90% de la producción nacional; en el sector formal del rubro plásticos debe haber 
cien o ciento veinte empresas en todo el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desde cuándo se da esta situación? 
SEÑOR KARAWACKL.- Esta situación se agravó en noviembre de 2004 y va en crecimiento. En el caso 


de Brasil, empezó con la sustitución de 40 o 50 toneladas y actualmente estamos en aproximadamente 
ciento ochenta o doscientas toneladas por mes de importación de estos productos. Lo que nos preocupa 


es que hasta ahora se ha podido soportar quizás por el consumo agregado de las zafras de verano pero, 
terminado este, empieza a alarmarnos la situación porque ahora estamos sentados en la realidad del 
consumo del país. La afectación viene siendo directa y nos está llevando a que ya alguna gente esté 
pensando en enviar personal al seguro de paro, a una situación de la que no se sabe cómo salir. 
Imaginemos que en este país una fábrica normal produce entre sesenta y setenta toneladas por mes y 
yo estoy hablando de doscientas toneladas por mes, lo que significa que ya habría por lo menos tres 
empresas, o diez más pequeñas, que deberían cerrar. 


Esa es la realidad que estamos viviendo, y como nos preocupa, en primer lugar queremos ser escuchados. Si 
se nos pide que aportemos todas las cifras, las podemos traer con las explicaciones pertinentes, a fin de que 
sean entendibles, ya que traer solo estadísticas no es lo que sirve, sino que debemos decir cómo inciden en la 
plaza. Tampoco se debe olvidar que la referencia externa está significando que los que pueden enfrentar un 
precio lo van a hacer, pero están trabajando a pérdida y no sé cuánto tiempo pueden durar. 


SEÑOR DONNER.- Complementando lo que expresaba el señor Karawacki, debemos decir que esas 
cifras son globales de la industria del plástico y el caso que estamos planteando es el de un sector que, 
obviamente, es la punta del iceberg, porque son muy pocos los sectores que de una manera u otra se 
salvan de la amenaza de la situación; a veces la amenaza se concreta de manera fuerte, como en el caso 
de las bolsas, y en otras está pendiente o se concretó en otra época y luego se suavizó. Tenemos 
situaciones de todo tipo, pero en nuestro sector casi no hay industria que no esté amenazada. Si bien el 
caso de esta industria es muy concreto, es la que mueve más cantidad de materia prima y personal; de 
las más de tres mil involucradas en la industria del plástico hasta dos mil pueden ser las afectadas. 


Simplemente quisiera hacer un comentario para complementar la respuesta relativa a qué gestiones estuvimos 
realizando y por qué entendemos que la acción contra el dumping, tal como hoy existe, no es instrumento 
suficiente. Cuando los otros países lo utilizan, no solo tienen más celeridad en el uso de la herramienta, sino 
que lo aplican de manera diferente. Primero trancan las importaciones y después analizan la información 
disponible. Por supuesto que nosotros hacemos al revés y normalmente la información a presentar ni siquiera 
está al alcance de asociaciones como la nuestra, de la Cámara de Industrias o de una empresa en particular. 
Durante años hemos tratado de usar todos los elementos a disposición para reunir esa información, inclusive 
las Embajadas del país, pero en la enorme mayoría de los casos ha sido inútil. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Muchas gracias por la visita; es un gusto recibirlos e ir adentrándonos 
en el conocimiento del país real que normalmente no vemos en los papeles ni en las discusiones que a 
veces mantenemos por temas políticos, que son como globos que no están vinculados con el pueblo que 
anda y arde en la calle. 


En términos generales teníamos conocimiento del problema, pero creo que sería bueno -como un ejercicio 
rápido para poder pensar concretamente qué hacer- que ustedes nos dijeran qué ideas tienen para solucionar 
el asunto. Podemos pensar de qué manera procesar rápidamente una denuncia de dumping u otra serie de 
elementos que implican un más largo plazo y que está bien que analicemos, pero en este caso concreto, frente 
a los problemas qué tienen, ¿qué se les ocurre que puede hacer rápidamente el Gobierno y cómo podemos 
ayudar de manera concreta y tangible? 


SEÑOR KARAWACKL.- Podemos tomar como ejemplo lo que se ha hecho en el caso de Argentina. Las 
zonas de promoción argentina son un mecanismo que fue objetado por Uruguay, por el cual se terminó 
designando un árbitro uruguayo y otro argentino para que un tribunal definiera si las medidas que 
estaba aplicando Argentina eran o no lícitas dentro del ámbito del MERCOSUR y con respecto al 
comercio mundial. El nuevo Gobierno decidió que era una materia negociable, y esa es la etapa en la 
que estamos. Uruguay está por negociar esa situación con Argentina a los efectos de no llegar a las 
instancias de un tribunal que, aparentemente, daría la razón a nuestro país, y digo aparentemente 
porque hasta que el tribunal no se expida no vamos a saber cuál es el veredicto. Entre tanto, Uruguay 
aplicó la medida de derechos específicos a las importaciones provenientes de Argentina que se 
producían en las zonas de promoción industrial cuestionadas. En este caso, entiendo que una medida 
de aplicación rápida es la de derechos específicos, que parte de la base de la cuantificación de los 
valores a los cuales deberían venderse esas mercaderías a Uruguay, en función de los valores promedio 


que existen en el mundo o de los antecedentes de años anteriores, es decir, en base a datos fidedignos, 
como en aquel caso tomó la Dirección de Industrias y hoy lo tendrá que hacer exactamente igual. 


Entendemos que la aplicación de derechos específicos dio buenos resultados. Evidentemente, en el ámbito 
del MERCOSUR no podría ser una medida unilateral. Habría que ver si Uruguay no tendría la posibilidad de 
aplicarlos en función de una condición de país de menor desarrollo o de alguna fórmula que exista para 
prever estas situaciones. Ponemos como ejemplo a Paraguay, que en determinado momento dijo que acá 
todas las importaciones del MERCOSUR pagan un 10% más. Los países podrían haber objetado esta medida, 
pero sigue vigente. En el caso de Uruguay, estamos hablando de un caso muy específico. Lo que nos 
preocupa es la mano de obra que esto está quitando en la operación -creo que tenemos muy buenas relaciones 
con todos los funcionarios de las empresas; no habrán escuchado mayores problemas: es una industria que 
siempre se caracterizó por tener ese nivel de relacionamiento- y que tengamos que adoptar medidas que, 
evidentemente, van en contra de los principios en los cuales se basa toda esta industria. 


Este es uno de los problemas más graves que venimos a plantear, porque es de efecto inmediato. Si a cada 
fábrica tenemos que sacarle un porcentual de su producción, evidentemente de alguna forma hay que reducir 
la ocupación de mano de obra, que no es lo que queremos hacer. Entendemos que el Gobierno tendría que 
tener una solución para esto. No olvidemos que esto, en definitiva, no le está aportando absolutamente nada 
al Estado por la vía de la importación. Otra cosa sería si esa mercadería pagara derechos, pero su arancel para 
ingreso al Uruguay es cero: no paga absolutamente nada. Como resultado, la industria uruguaya vive 
pendiente de qué puede hacer cualquier exportador brasileño y ya expliqué las vías que tienen para hacerlo, 
no detectables, no demostrables y no explicables. Es más; los descuentos sobre materias primas a los cuales 
me refería se hacen sobre las ventas en plaza. El cumplido de exportación se presenta a una petroquímica y 
los descuentos se hacen en plaza, sobre las facturas de venta de mercadería en plaza, lo que no demuestra que 
sea una ventaja para el exportador, sino que aparecen como una ventaja sobre mercadería procesada en plaza. 


Esas son las ventajas de tener un Ministerio de Relaciones Exteriores o un Gobierno que sabe cómo manejar 
las situaciones. 


SEÑOR DONNER.- Si bien existe la posibilidad de que en cualquier momento cualquier empresa, 
usando esos beneficios que existen en Brasil, provoque una situación de este tipo, en este caso 
particular estamos hablando de una empresa importadora uruguaya y de un exportador brasileño en 
particular. Creo que no habíamos mencionado esto. 


SEÑOR POSADA.- Habría que ver cuál es la empresa importadora uruguaya que tiene estos precios 
tan favorables. 


SEÑOR KARAWACKL.- Esto empezó el año pasado con una empresa que se llamaba Gervex S.A. A 
partir del mes de febrero, esta empresa fue sustituida por otra que se llama Sensor S.A. La empresa 
exportadora anterior era Arauplast, ubicada en Curitiba -desde Curitiba cotiza CIF Montevideo-, y 
actualmente es Macroplastic. Nosotros iniciamos una gestión por dumping dirigida a Arauplast, hasta 
que pasó a ser Macroplastic. Como resultado, todo lo que hicimos no sirvió para nada. Trabajamos 
durante tres meses en conjunto con la Dirección Nacional de Industrias, que estuvo seis o siete veces en 
nuestra empresa corroborando datos, recabando información, pero todo eso no sirvió para nada. 
Tendríamos que empezar nuevamente a partir de un ejemplo nuevo, si ese fuera el camino, ya que 
mañana lo pueden cambiar de nuevo y aquí terminó el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En qué período se dio esa situación? 
SEÑOR KARAWACKI.- Las importaciones venían desde principios de 2004. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuándo fue presentada la denuncia? 


SEÑOR KARAWACKT.- La denuncia se presentó en la Dirección Nacional de Industrias alrededor de 
marzo de 2004; en octubre o noviembre cambió el exportador y, en febrero, el importador. No sé si nos 
damos cuenta de cuál es la situación. 


Hay un ejemplo sobre demostración de dumping de aceites, que fue probada por el Gobierno uruguayo y 
presentada a Argentina. Quizás me estoy metiendo en un tema que no nos corresponde, pero sirve de 
ejemplo. Me refiero al caso de COUSA, que logró demostrar el dumping contra Argentina. Por ejemplo, si el 
aceite para el cual se declaró que existía dumping era de girasol y maní, automáticamente aparece uno con 
una composición de girasol, maní y 5% de oliva, y el dumping no corre porque así lo establece la normativa. 
Pongo un ejemplo de una materia que conozco, aunque no en profundidad, porque es un tema nuestro de 
todos los días. A veces, digo: "¿Otra vez una denuncia de dumping? ¿Para qué?" 


Esto se ha ido extendiendo; nació con las bolsas para supermercados, siguió con las bolsas de consumo 
normal en plaza y, actualmente se ha extendido a frigoríficos, industrias e industrias lácteas de porte y de 
nivel de consumo elevado. Todo esto nos preocupa, en la medida en que sigue creciendo. Si no lo detenemos 
de alguna manera, vamos a terminar con la industria destrozada. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Escuché con suma preocupación lo que plantearon los invitados porque 
estamos ante una situación muy compleja, puntual, pero con derivaciones insospechadas. Lo que 
señalaron nuestros invitados con respecto a la industria del aceite nos demuestra que aun los caminos 
que están establecidos pueden ser fácilmente sorteados mediante una maniobra, que no voy a calificar. 


Creo que estamos ante una situación compleja. Hay mucha gente que tiene posibilidades de ir al seguro de 
paro; hay muchas inversiones que están en riesgo. Quienes apostamos a un país productivo, no podemos 
quedarnos de espaldas a situaciones como estas porque, aunque la integración esté bien, sabemos que se trata 
de una integración entre desiguales. Por lo tanto, tiene que haber mecanismos de defensa que nos protejan de 
aquellos que abusan o utilizan sus ventajas comparativas. 


La situación que señaló nuestro invitado en cuanto a este reacomodo de equipos de Gobierno que, 
obviamente, genera espacios que algunos pueden aprovechar para realizar sus maniobras comerciales, nos 
tiene que llamar la atención. Por lo tanto, propongo -sé que está en el espíritu de todos- que esta Comisión se 
transforme ágilmente en una polea de trasmisión, facilitando los mecanismos de comunicación, a los efectos 
de ganar tiempo. Creo que el factor fundamental es el tiempo, que está corriendo en contra de los intereses 
nacionales. Considero que nosotros, desde el punto de vista institucional, podemos generar rápidamente 
espacios de contacto para ver si logramos mecanismos nuevos que, por lo menos, generen expectativas de 
defensa a esta industria instalada. 


SEÑOR BRENTA.- El tema de las zonas de promoción industrial fue planteado por la Cámara de 
Industrias, cuyos representantes manifestaron preocupación por la designación del árbitro que 
correspondía al Gobierno uruguayo. Ustedes nos han puesto en conocimiento de un avance en este 
sentido, no en cuanto a la designación sino en lo que hace a las medidas adoptadas por esta situación de 
desventaja de Uruguay en cuanto a las zonas de promoción industrial. 


Si bien entiendo el concepto de derechos específicos, quisiera que explicaran con un poco más de detalle su 
funcionamiento. 


SEÑOR KARAWACKLI.- En el caso de Argentina, los derechos específicos fueron dispuestos por el 
Gobierno uruguayo como una medida de protección frente al avance de las exportaciones de ese país 
en nuestro mercado. Se presentaron estudios de KPMG y Tea Deloitte £ Touche, que sin duda 
aportaron datos fidedignos. El Gobierno dispuso que a través de la Dirección Nacional de Industrias se 
analizara el costo de esos productos, de manera de que Uruguay pudiera competir. Aclaro que hablo 
del costo internacional, no del costo de una empresa en plaza, en el que podrían cubrirse eventuales 
ineficiencias sino -en una medida lógica- valores que fueran no objetables. Se trataba de que no 
quedaran márgenes de ineficiencia para las empresas nacionales y de que compitieran lealmente en el 
mercado internacional. 


Esos derechos específicos siguen vigentes; fueron establecidos por la Presidencia de la República y el 
Ministerio de Economía y Finanzas y son muy variados porque refieren a cada producto. En el caso de las 
zonas argentinas encontramos desde pinturas a pañales, aceites y galletitas; cada producto tenía su análisis 
particular y había una justificación tal que Argentina también planteó una reclamación por la aplicación de 
derechos específicos. Se da entonces un casamiento entre dos reclamaciones: una uruguaya, porque la medida 


global escapa al mecanismo MERCOSUR, y otra argentina, porque entiende que son injustos los derechos 
específicos. Había que solucionar un tema o el otro y -como ya dije- el Gobierno actual decidió que eso era 
materia de negociación. En ese sentido, estamos trabajando con los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería; Economía y Finanzas y Relaciones Exteriores, a fin de fijar la posición uruguaya, ante un 
mecanismo que no era de negociación sino de reclamo por disposiciones que contravenían la normativa 
MERCOSUR. De todos modos, se acepta que la política estatal sea la de negociar. 


En el caso de Brasil, evidentemente el mecanismo será objetado por ese país, pero es el único que se nos 
ocurre como medida controladora. Es más: cuando se aplicaron los derechos específicos a Argentina, se hizo 
lo mismo con Brasil, porque no podíamos incurrir en una discriminación dentro del MERCOSUR. Eso 
estuvo vigente durante seis u ocho meses, hasta que Brasil protestó y debimos eliminarle los derechos 
específicos. No cabe ninguna duda de que durante ese período vivimos felices: se anularon las importaciones 
de Brasil porque no podían exportar a valores internacionales con los que nosotros competimos en plaza. 
Aquí no hay argumentos en el sentido de que importamos más barato de Brasil y eso beneficia al consumo 
uruguayo. Eso es mentira. El consumo uruguayo no se verá beneficiado nunca por esto, porque Uruguay no 
recibe absolutamente nada por eso. Lo digo porque cuando se genera mano de obra uruguaya se aporta a los 
hospitales, a las escuelas, etcétera, pero con las importaciones de Brasil no se aporta a nada de eso, ni 
siquiera como arancel. Entonces, establezcamos un arancel tal que les permita competir con nosotros y con el 
resto del mundo. Nosotros no pedimos ninguna ventaja; pedimos el valor que utiliza el resto del mundo o 
aquel con el que ellos exportan. ¿Por qué Uruguay tiene que ser discriminado con valores menores, producto 
de una situación ocasional? Por ello fuimos a "quejarnos" -entre comillas- a la Embajada de Brasil; estas 
situaciones son netamente injustas para el Uruguay. 


SEÑOR CUSANO.- Muchas veces se utilizan las exportaciones a terceros países para cubrir la 
carencia de las especificaciones correspondientes de los productos que van a exportarse. Nosotros 
tenemos reglamentaciones que deben cumplirse en cuanto a la calidad de los productos. ¿Hay alguna 
especificación para esas importaciones o se realiza algún tipo de contralor de que cumplen esos 
requisitos? 


SEÑOR KARAWACKI.- No hay especificaciones, pero generalmente cumplen. 


SEÑOR JACOBO.- En los hechos, el derecho específico es un precio de referencia que -como explicaba 
el señor Karawacki- debe ser estudiado por organizaciones internacionales. El precio puede ser, por 
ejemplo, US$ 2, y todo lo que entre por un valor menor paga un recargo de hasta un 25%. 


SEÑOR KARAWACKTI.- Quiero que quede claro que no se cierran las importaciones; simplemente, se 
establece el precio de referencia al que deberían venir en función de parámetros internacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos interesa el planteamiento que han hecho y asumimos vuestra 
preocupación. 


Como decía el señor Diputado Varela, la Comisión generará las instancias con los distintos Ministerios 
involucrados para oficiar de facilitadora de las soluciones, que en este caso se requieren con premura. 


Les agradecemos la deferencia de haber participado hoy en esta sesión y a la brevedad nos pondremos en 
contacto con ustedes para informales sobre las conversaciones mantenidas con el Poder Ejecutivo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Uruguaya de Industriales del Plástico) 

——-A sugerencia del señor Diputado Posada, queremos proponer el envío de la parte de la versión 
taquigráfica referente a la visita de la Asociación Uruguaya de Industrias del Plástico a los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería, a fin de que tomen en cuenta esta situación y, 
eventualmente, poder invitarlos a esta Comisión. 


(¡Apoyados!) 


——-AsÍ se procederá. 


(Ingresan a Sala el señor Subsecretario de Economía y Finanzas y asesores) 


——— Damos la bienvenida a la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, encabezada por el señor 
Subsecretario, economista Mario Bergara e integrada por el señor Director General de Comercio, economista 
Fernando Antía y el señor Asesor Tributario, contador David Eibe. 


Se les cursó la invitación el 2 de abril próximo pasado a fin de conocer la opinión del Ministerio sobre un 
proyecto de ley presentado en la Legislatura pasada por el Frente Amplio, que a solicitud de un Diputado del 
Partido Nacional fue retirado del archivo y está a estudio de esta Comisión. En dicho proyecto se faculta al 
Poder Ejecutivo a exonerar de impuestos a los artículos que conforman la canasta básica familiar y se 
dispone su control administrativo. 


Se trata de un proyecto de mucha sensibilidad y complejidad. 


Entonces, antes de empezar su consideración y de recibir a las diversas delegaciones que están solicitando 
audiencia, es de orden y de estilo escuchar en primer lugar al Ministerio de Economía y Finanzas, 
especialmente teniendo en cuenta que un proyecto de estas características necesita iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, queremos agradecer la 
invitación. Concurrimos con gusto a intercambiar ideas sobre este tema, así como lo haremos cuando 
vayan surgiendo otros durante este Período. 


El proyecto a consideración tiene esencialmente tres componentes. El primero refiere a la exoneración 
impositiva de un conjunto de bienes que componen la canasta básica, hablando en forma simplificada. El 
segundo elemento hace a la eventual fijación administrativa por parte del Poder Ejecutivo de los márgenes de 
ganancia en materia de intermediación, comercialización y distribución. Y el tercer componente, en la medida 
en que se determinen administrativamente los márgenes de ganancia correspondientes a estos bienes, refiere a 
que el Área de Defensa del Consumidor del Ministerio de Economía y Finanzas estaría encargada de tomar 
las providencias necesarias para que sean de dominio público los precios de costo y de venta de los bienes 
cuyos márgenes de ganancia se administrarían. 


Entonces, quizás valga la pena dar un panorama general acerca del proyecto y después pasar a considerar 
brevemente cada uno de los tres aspectos. 


Por lo que hemos analizado, el proyecto fue presentado en el mes de setiembre del 2002. Por lo tanto, a nadie 
escapa que fue pensado en un marco de situación muy crítico del país, en medio de un ambiente económico- 
financiero muy convulsionado. Por ende, seguramente se pensó en tomar muchas medidas con un criterio de 
emergencia, de crisis y de excepcionalidad. Es en ese marco que debe interpretarse el advenimiento de esta 
propuesta. 


Además, en la exposición de motivos, si bien es escueta, queda implícita la idea de que la intención es 
mitigar los efectos sociales inmediatos que la situación de crisis económica y financiera del país estaba 
generando. Por lo tanto, debía interpretarse como un ingrediente en el marco del combate a la pobreza y a la 
indigencia, sobre todo a la que estaba emergiendo de manera inmediata a partir de los problemas de 2002. 


De más está decir que no hay otra actitud que compartir los objetivos del combate a la pobreza y a la 
indigencia. Por ello, el actual Gobierno tiene definida como prioridad absoluta la consecución de un Plan de 
Emergencia Social. 


Por lo tanto, creo que es importante ubicar el advenimiento de este proyecto en el marco de la situación 
crítica del año 2002 y en una situación de excepcionalidad en cuanto a las soluciones que se fueron dando a 
diversos temas en esos meses. 


Debemos recordar que en dicho marco de excepcionalidad, con representantes de los supermercados, de los 
almacenes, etcétera, se llegó a una forma no administrativa de resolución de estos problemas; por la vía de la 
negociación y del diálogo se apuntó a mitigar los problemas emergentes en el precio de los productos de la 
canasta básica. 


Ahora, permítanme entrar a considerar los tres puntos específicos que trata este proyecto. 


El primer punto refiere a la posibilidad de exonerar de impuestos a una serie de productos que podemos 
llamar integrantes de la canasta básica de consumo. 


Una primera reflexión con respecto a la exoneración tributaria o impositiva es que -de más está decirlo- la 
pesada carga en materia de gastos del Estado y de endeudamiento público, así como la rigidez de la mayor 
parte del gasto público, hace que el manejo fiscal deba realizarse de manera absolutamente rigurosa. Es decir 
que las cuentas fiscales deben manejarse de manera responsable y rigurosa. Si bien hay una mejora en el 
último año, fruto de la recuperación que se está dando a nivel de actividad en el país, la situación actual en 
materia de recaudación todavía dista de ser lo que era en 1998 y 1999. Por otro lado, estamos en un marco de 
mayor presión por el lado tributario y por las obligaciones del Estado, con respecto a lo que se vivía en esos 
años. ¿A qué vamos con esto? A que, obviamente, todo análisis de exoneración tributaria debe hacerse a 
través de la lente de las imperiosas restricciones que en materia fiscal tiene el Estado, derivado de la 
estructura actual de gastos y de las obligaciones que el Estado ha asumido a las que, sin duda, debemos hacer 
frente. 


En ese marco, también se puede evaluar una exoneración tributaria para ciertos productos que son 
consumidos por gente en situación de pobreza, de indigencia o que se encuentra cerca de los niveles de 
pobreza, pero también por el resto de la sociedad. Por lo tanto, si realmente el objetivo se concentra en los 
sectores más desprotegidos hasta el día de hoy, la forma de atacar el problema no parecería ser una 
exoneración que abarque a aquellos que están en situación problemática en el sentido económico y financiero 
y también a los que no lo están. Es decir que una exoneración impositiva no solo favorecería a quienes se 
pretende amparar con la medida, sino a todo el conjunto de la población, y eso, en el marco de lo que son las 
restricciones financieras del Estado y las necesidades para atacar de manera focalizada los problemas de 
pobreza e indigencia, no parece ser lo más idóneo en esta situación. 


Reitero que seguramente este proyecto tuvo origen en un marco crítico de excepcionalidad y en un contexto 
en el que se tomaron medidas de carácter también excepcional en diversos ámbitos; pero en otros plazos, en 
otros tiempos y con otros vaivenes, se puede pensar con más detenimiento y contando con una batería más 
amplia de instrumentos. Hoy estamos en una situación en la que esto se puede analizar con más tranquilidad 
y, por lo tanto, no se hace imprescindible ir a mecanismos de excepcionalidad. 


En cuanto a la recaudación que uno no tendría en materia tributaria en virtud de esta exoneración, cabe decir 
que dificultaría la consecución de otros programas y otros objetivos que tiene planteados el Gobierno para 
atacar de manera focalizada la pobreza y la indigencia. Entendemos que, en la medida en que desde el 
Gobierno se puede contar con una batería de instrumentos para analizar y encarar de manera integral la 
problemática social y los programas sociales, parece más razonable que el esfuerzo del Gobierno se encamine 
por la vía de un gasto más focalizado a través del Plan de Emergencia Social —que específicamente va 
dirigido a los sectores más desprotegidos, que son sus destinatarios—, que por el lado de una renuncia fiscal 
generalizada dirigida a todos los sectores de la población. 


Un segundo aspecto vinculado a las exoneraciones es el de la oportunidad, en el marco de otra acción que el 
Gobierno lleva adelante, que es la de comenzar a analizar la reforma tributaria en su conjunto. Tenemos 
planteado conformar un grupo de trabajo a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas para el diseño de la 
reforma tributaria y de las principales vías de implementación, en un plazo que no debería ir más allá de fin 
de año. 


Como ustedes saben -ha sido público- la reforma tributaria apunta a consolidar objetivos que tienen que ver 
con la equidad, con la mayor eficiencia y con el estímulo de las actividades productivas. Esencialmente, tiene 
tres componentes principales. Uno de ellos es la simplificación del sistema. Está claro que hoy hay una 
cantidad excesiva de impuestos que no tienen un impacto recaudatorio relevante ni operan como elementos 
de control. Los primeros seis o siete tipos de impuestos representan, cómodamente, más del 90% de la 
recaudación total. Por consiguiente, se hace imprescindible -tanto por un tema de orden como para 
simplificar la vida de la administración tributaria y de quien debe recaudar- ir a un esquema más 
simplificado, con menos impuestos, que efectivamente tengan roles recaudatorios y de control en el sistema 
completo. Es decir que el primer pilar de la reforma tiene que ver con la simplificación del tipo y número de 
impuestos a efectos de hacer más eficiente la actividad de los órganos de recaudación. 


Un segundo pilar de la reforma implica la gradual introducción del Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas; esto es de conocimiento público. Y el tercero -que, en todo caso, es el que más tiene que ver con lo 
que estamos tratando hoy- es la revisión integral de todo el esquema de exoneraciones y exenciones. Esto 
último -que en términos más técnicos se llama la renuncia fiscal-, en una primera aproximación parece de 
mucha magnitud y, por lo tanto, es necesario tomarse el tiempo adecuado para revisar si todo este mapa de 
exoneraciones y de exenciones tiene la lógica y la justificación correspondientes. Hay muchas cosas que 
tienen una raíz histórica y, seguramente, algunas de estas exoneraciones mantienen su sentido y otras no. Por 
lo tanto, no vemos conveniente comenzar la revisión puntual de aspectos de exoneraciones, dado que estamos 
comprometidos a hacer una revisión global de todo el esquema de exoneraciones y exenciones en los 
próximos meses, en el marco del rediseño de la reforma tributaria. 


Hay un segundo aspecto al que refiere el proyecto, que es la eventual fijación administrativa de los márgenes 
de ganancia en la intermediación y distribución de los bienes de la canasta básica. También ha sido de 
conocimiento público nuestra tesitura en el sentido de que ha habido malas experiencias en cuanto a la 
fijación administrativa de los precios. Lo que no se ajusta por la vía de precios en los mercados, se hace en 
virtud de las cantidades y las calidades. Es decir que si uno reprime precios, de alguna manera tiene que tener 
claro que eso tendrá implicancias, ya sea por cuestiones de cantidad y eventuales desabastecimientos, por 
problemas de inversiones y de capacidad de producción, por una merma en la calidad o por la emergencia de 
mercados paralelos o mercados negros, etcétera. O sea que la intervención administrativa en materia de 
precios de manera generalizada, en el pasado normalmente ha tenido repercusiones en el sentido de afectar el 
abastecimiento, la calidad, los mercados secundarios de estos tipos de bienes y, por lo tanto, no resuelven la 
vida de la gente a la cual estamos apuntando. Quiere decir que esto no favorece a los pobres, a los indigentes, 
a la gente que uno pretende ayudar con este tipo de medidas. 


Decíamos que la alternativa a la fijación administrativa pasa por la negociación, por el diálogo, por buscar 
mecanismos razonables con los propios productores a efectos de que tengan en consideración ciertas 
situaciones y exista ese margen de diálogo y negociación para que ciertos rubros puntuales de la canasta 
puedan tener un tratamiento más benévolo en los márgenes de ganancia y de eficiencia en la distribución. 


Es decir, optamos claramente por la vía del diálogo y la negociación versus la vía de fijación administrativa, 
con distorsión en los mercados y que no ayuda a la población objetivo que queremos ayudar. 


Dicho esto, el tercer aspecto del proyecto queda básicamente fuera de lugar, pues si no hubiera una fijación 
administrativa de márgenes y precios, el Área de Defensa del Consumidor del Ministerio de Economía y 
Finanzas, no podría informar específicamente sobre los precios de costo y de venta. 


Sin perjuicio de eso, nosotros seguimos fortaleciendo lo que ya se conoce sobre los aspectos de los contratos 
financieros -por el tema de endeudamiento interno- y estamos haciendo toda una revisión funcional a nivel 
del Ministerio de Economía y Finanzas, tratando de fortalecer el Área de Defensa del Consumidor, que se 
ubica en la Dirección General de Comercio, sobre todo en lo relativo a los fines que la propia Ley_N* 17.250, 
sobre relaciones de consumo, asigna al organismo. 


Básicamente, coincidimos en esa preocupación de trasmitir a la población, de la forma más transparente 
posible, toda la información respecto a sus derechos como consumidor y a algunos elementos de mercado, 
que también son útiles y que se dan particularmente con muchos productos de la canasta básica. ¿A qué me 
refiero con esto? A que actualmente, entre otras cosas, el Área de Defensa del Consumidor del Ministerio de 
Economía y Finanzas, a través de su página web y de otros mecanismos mediante los cuales los ciudadanos 
se pueden comunicar con el Área, hace públicos los precios que se fijan en diversas zonas del país -en 
Montevideo y en el interior- para diferentes productos seleccionados de la canasta básica. 


Reitero que en la página web existe esa información a nivel de precios finales; ya dejaría de tener sentido una 
apertura entre costos y márgenes, tal como está planteado en el artículo 3* del proyecto. 


Un segundo aspecto del que se ocupa el Área de Defensa del Consumidor tiene que ver con el control de los 
precios que ya están administrados -esencialmente nos referimos a la leche y al queroseno-, para que también 
se respeten los límites fijados a nivel normativo. 


Finalmente, me gustaría enfatizar que desde el Gobierno entendemos que hoy tenemos disponible una batería 
de instrumentos que apuntan al objetivo al que en su momento apuntaba el proyecto, es decir, a mitigar y 


combatir la pobreza y la indigencia en el Uruguay. Consideramos que es más eficiente y más sano evitar 
distorsiones en los mercados; que en el combate a la pobreza y a la indigencia es conveniente ir por la vía de 
un gasto focalizado en los grupos objetivo concretos de pobres e indigentes en el Uruguay, y que el diseño de 
ese programa se debe hacer a través del Plan de Emergencia Social. Reitero que este Plan de Emergencia 
Social es de absoluta prioridad en el desarrollo del actual Gobierno para los próximos dos años, y a él 
pretendemos que se destinen anualmente US$ 100:000.000. El Plan consta de toda una serie de componentes 
que están en proceso de diseño y de análisis parlamentario, que tienen que ver con el ingreso ciudadano, la 
alimentación, la salud, la educación, etcétera. 


En síntesis, entendemos que será más eficiente y sólido el ataque a la pobreza y a la indigencia a través de un 
gasto focalizado -el Plan de Emergencia Social-, que hacerlo mediante fijación administrativa de precios o 
por exoneraciones impositivas, que tendrán resultados más difusos y que han tenido malas experiencias en el 
pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincidirá la delegación visitante con nosotros en que este es un tema 
particularmente sensible, en el que se tocan aspectos que tienen que ver con la canasta básica familiar 
y también con elementos casi filosóficos, sobre todo en lo que tiene que ver con el artículo 2”, en el que 
figuran temas de orden filosófico-económico sobre la posibilidad o la conveniencia de fijar 
administrativamente determinados precios. 


Antes de celebrar esta reunión estuve repasando algunos antecedentes de cuando en Uruguay hubo fijación 
administrativa de precios -primero fue la COPRIN y después la DINACOPRIN- y las consecuencias que ello 
tuvo. Todos aquellos a quienes consultamos, generalmente fueron contestes en hablar de escasez, de baja de 
la calidad de los productos, de informalismo, de mercado negro y de una cantidad de factores que no eran 
convenientes para el fin que se perseguía. 


También queremos decir que, si bien este proyecto fue presentado por el Frente Amplio hace más de dos 
años, concretamente después de la crisis bancaria de agosto de 2002, los efectos de la crisis hoy perduran en 
forma notable, a tal punto que llevan al Gobierno a realizar un Plan de Emergencia por dos años, con una 
erogación de más de US$ 100:000.000 anuales. 


Esto fue ratificado ayer por el señor Presidente de la República en el Consejo de Ministros realizado en 
Zapicán, cuando habló de niveles de indigencia casi duplicados y de 100.000 personas más en situación de 
vulnerabilidad. De acuerdo con las cifras, se duplicaron las personas que están por debajo de la línea de 
pobreza y, reitero, el Presidente agregó la situación de 100.000 en condiciones de vulnerabilidad, es decir, 
sectores vulnerables a los que el Estado tiene que atender. 


También sabemos que en los planes como el que está programado -tenemos entendido que aún no se ha 
comenzado a ejecutar el Plan de Emergencia Social- hay situaciones que a veces son de difícil acceso, y que 
siempre hay sectores de la población -en más o en menos- que quedan fuera de ellos por problemas de acceso 
o problemas culturales. Por esto creo que a veces se han atendido situaciones genéricas, como aquellas a las 
que hace referencia el artículo 1”, vinculadas a la baja de precios de una cantidad limitada de productos que, 
ineludiblemente, componen la canasta familiar más básica. 


Es sabido que, si bien los beneficios de una exoneración de este tipo es común para quienes pueden acceder a 
ella con mejores niveles adquisitivos y para quienes les cuesta acceder o no lo pueden hacer, también es 
cierto que en los sectores de menores ingresos la alimentación representa una proporción mucho mayor que 
en los sectores con mayores niveles; la alimentación representa un porcentaje muy importante del gasto 
familiar o personal en quienes tienen menos ingresos -a veces les alcanza casi solo para eso, o ni tanto- con 
respecto a quienes tienen otras posibilidades económicas. 


El señor Subsecretario hizo referencia a algunos objetivos que compartía, que también compartimos nosotros. 
Creo que el proyecto persigue un fin loable, que es la baja de los precios de los productos más básicos, y que 
la mayor cantidad de personas en situación de indigencia o de vulnerabilidad pueda acceder a estos productos 
básicos. 


Encaramos la discusión de este proyecto con mucha responsabilidad. Sabemos de las dificultades fiscales 
actuales y lo que ha salido en la prensa vinculado a compromisos con organismos internacionales de crédito. 


En ese marco, sabemos que el Poder Ejecutivo está planteando una mejora del salario real para este año; en la 
prensa no se especificó cuál sería esa mejora ni si se daría en forma pareja. Sabemos también que hubo una 
mejora en la recaudación durante el año que está cerrándose y que, por otra parte, el precio promedio de la 
mayoría de los productos que aquí figuran subió más que el Índice de Precios al Consumo. 


Aquí hay dos artículos que tienen dos componentes que nos interesa destacar y separar. En primer lugar, se 
establece una facultad para que el Poder Ejecutivo pueda exonerar total o parcialmente los impuestos de 
catorce productos de la canasta básica familiar. Nuestros invitados estarán contestes en que este ha sido un 
tema al que se ha hecho referencia en la prensa en forma permanente y en que dentro de filas del Gobierno se 
han buscado mecanismos para que, por vía de decreto, ley o a través de conversaciones con agentes de la 
cadena de producción o distribución, se logre el objetivo de abaratar estos productos. En ese sentido, quiero 
saber si hay conversaciones avanzadas con instituciones de intermediación o de producción tendientes a 
abaratar los productos de la canasta básica familiar. Si este aspecto se está negociando, supongo que está 
descartada la posibilidad de dictar algún decreto o resolución administrativa o inclusive de remitir una 
iniciativa como la que estamos tratando para exonerar impuestos, pero de todos modos me gustaría tener una 
confirmación. 


En lo que tiene que ver con la fijación administrativa del precio y los márgenes de ganancia en la cadena, 
quiero decir que no compartimos el artículo 2” del proyecto. Dimos cuenta de cuáles son las experiencias que 
el país ha tenido en la materia, por lo que estaríamos repitiendo situaciones ya vividas, con el agregado de 
que es otra la situación económica del país y de que ya se han pronunciado informalmente cámaras 
empresariales y asociaciones de comerciantes en contra de la fijación administrativa de precios. Sin embargo, 
a nivel de la prensa algunos voceros del Gobierno están manejando esa posibilidad. Me gustaría conocer la 
opinión del Ministerio de Economía y Finanzas al respecto, porque solo contamos con trascendidos de 
prensa. 


Ahora bien: supongamos que se da una exoneración total. El Poder Ejecutivo, ¿tiene calculado cuánto 
impactaría en la recaudación una exoneración de este tipo con respecto a los artículos que se manejan en este 
proyecto de ley, algunos de los cuales tributan IVA en su tasa básica? 


Creo que el otro punto ya fue contestado por el señor Subsecretario. Coincidimos con el Ministerio de 
Economía y Finanzas en que el artículo 2” del proyecto sería perjudicial, fundamentalmente para aquellos a 
los que buscamos beneficiar por esta vía: las personas de menores ingresos. No sé si habrá una segunda 
opinión pero, en nombre de mi sector "Correntada Wilsonista", podemos adelantar que no coincidimos con 
esa disposición. No obstante, queremos dejar sentado en la Comisión que estamos dispuestos a buscar con el 
Poder Ejecutivo algunas vías legales que apunten a abaratar el precio de la canasta básica familiar. Me parece 
que esa sería una buena señal, sobre todo teniendo en cuenta la situación que algunos sectores de la población 
están viviendo, que no es fácil. Esto iría en línea con muchos de los objetivos que el Gobierno se ha 
planteado en la materia en lo que respecta a acciones sociales. 


Estamos dispuestos a buscar alternativas que permitan reducir impuestos y, por esa vía, disminuir los precios 
finales de la canasta básica. En ese sentido, buscamos que el primer artículo sea este o alguno alternativo. 
Sería buena señal empezar a trabajarlo desde ahora. Insisto en que este es un tema que se está trabajando 
mucho en la prensa y creo que por primera vez el Parlamento, a través de esta Comisión, está empezando a 
estudiar un proyecto de ley de estas características, que requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo. En ese 
sentido, queremos saber si el Poder Ejecutivo está dispuesto a trabajar con esta Comisión en torno a un 
proyecto de ley o a soluciones alternativas que permitan -por la vía que sea- la reducción de los precios de la 
canasta básica familiar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, haré un breve 
pantallazo de la estructura impositiva de estos productos, de acuerdo con lo que solicitaba el señor 
Presidente. 


De los rubros incluidos diría que, en términos de IVA, todos pagan la tasa mínima, con excepción del 
supergás y el papel higiénico, que pagan la tasa básica y con excepción de la leche y los huevos, que están 
exentos. 


En materia de COFIS, los huevos y la leche no están gravados, del mismo modo que tampoco lo están el 
queroseno y el supergás. 


El IMESI solo está establecido para el azúcar -que, según tengo entendido, está asociado al Fondo de 
Reconversión de la zona norte- y el queroseno, por ser un combustible. 


No es sencillo hacer rápidamente una estimación de la recaudación anual específica por estos rubros 
puntuales. Tenemos una estimación gruesa hecha por los servicios de la Dirección General Impositiva. Como 
toda estimación, está basada en supuestos y en groseras aproximaciones en algunos aspectos. Hecha esta 
aclaración, puedo decir que tenemos un orden de magnitud global de todos esos productos, cercano a los 
US$ 100:000.000. Quiere decir que es una cantidad importante desde el punto de vista de las finanzas 
públicas. Paralelamente, uno podría decir que es una cantidad similar a la que estamos en condiciones de 
dedicar al plan de emergencia social. 


Por otra parte, quiero hacer la siguiente referencia: ojalá pudiéramos garantizar que una exoneración 
impositiva se tradujera directamente en una rebaja de precios, pero eso decididamente no es así. Es muy 
difícil garantizar que una reducción impositiva se traduzca en que el consumidor reciba el beneficio de 
manera más o menos directa. En general, en la mayor parte de estos rubros estamos en el marco de mercados 
oligopolizados o monopolizados, con lo cual los productores tienen márgenes muy grandes de manejo y de 
poder de mercado. Por lo tanto, no necesariamente una exoneración impositiva -una rebaja de costos directos 
para los productores- se traduce en una reducción del precio final al consumidor. Entonces pensamos que 
resulta más efectivo, más eficiente y se logra un mayor impacto sobre los sectores más vulnerables a través 
de la acción por el lado del gasto, por el lado del Plan de Emergencia y no por vía indirecta a través de una 
exoneración impositiva, en la medida en que no podemos estar seguros de que la mayor parte de la 
exoneración tributaria se vaya a traducir en un mayor bienestar para la gente. 


A su vez, como paréntesis, permítaseme decir que bien haríamos en combatir la indigencia y la pobreza por 
esta vía, considerando un mercado monopolizado u oligopolizado, como casi todos los mercados en una 
economía pequeña como la de Uruguay, fortaleciendo la legislación y la institucionalidad de competencia. Es 
decir: creo que hay elementos para ir en la dirección que hace a una buena construcción institucional y 
también a atacar el problema de raíz. Creo que apuntar al fortalecimiento de la legislación de competencia en 
este sentido, sí va a tener impacto sobre los márgenes y la fijación de precios de productos tan sensibles como 
los de la canasta básica. 


Sabemos que a nivel del Parlamento se está revisando la legislación de competencia; mañana trabajaremos en 
la Comisión de Hacienda sobre este tema. 


En cuarto lugar, respondiendo directamente a la pregunta del señor Presidente, a nivel del Ministerio de 
Economía y Finanzas no tenemos sobre la Mesa la iniciativa de enviar un proyecto de ley o proyectos de 
decretos que tengan que ver con exoneraciones tributarias o fijaciones administrativas de precios. 


En este momento no tengo el estado de situación acerca de posibles conversaciones que se puedan estar 
realizando con diversos productores o distribuidores de bienes de la canasta básica. De alguna manera 
tomamos como deber el hecho de interiorizarnos al respecto y de comenzar a hacer las gestiones del caso. 


En cuanto a la eventual revisión de estas exoneraciones en un plazo corto y a la voluntad del Poder Ejecutivo 
en este sentido, quiero enfatizar que vamos a hacer una revisión integral del sistema impositivo, en particular 
de las exoneraciones y exenciones, con miras a tener el articulado de una reforma tributaria hacia fin de año. 
Por lo tanto, entendemos que lo razonable sería hacer una revisión de las situaciones impositivas en los 
distintos rubros en el marco de una revisión global incorporada en la reforma tributaria. 


Entendemos que el mecanismo básico sobre el cual se debe trabajar la pobreza y la indigencia actuales pasa 
por el lado del gasto, del Plan de Emergencia Social, con respecto a lo que también consultó el Presidente. 
Dicho Plan de Emergencia está en tratamiento parlamentario; en la tarde de hoy, a la hora 16 concurriré a la 
Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión para analizar el proyecto de ley del PANES y el Programa de 
Ingreso Ciudadano. 


Por lo tanto, la respuesta concreta a la pregunta es la siguiente: busquemos mecanismos alternativos y formas 
que realmente se expresen en un buen combate a la pobreza y a la indigencia. Desde el punto de vista de las 


exoneraciones tributarias, preferimos hacer un análisis más global en el marco de la reforma tributaria del 
que podemos ir informando, e interactuar con las distintas Comisiones parlamentarias. 


SEÑOR POSADA.- Celebro que el Gobierno de la fuerza política que presentó este proyecto ponga los 
puntos sobre las fes. 


Los argumentos señalados por el Subsecretario son los mismos que podían esbozarse en setiembre de 2002. 
Se habla de restricciones financieras que por supuesto el Estado tenía; el país estaba prácticamente al borde 
del colapso; todos recordamos la crisis del año 2002. En términos de restricciones financieras, seguramente la 
situación de setiembre de 2002 era bastante peor que la actual ya que, por suerte, después de varios años, el 
país ha retomado la senda del crecimiento y ha obtenido un crecimiento de la actividad que, en situaciones 
siempre difíciles de las finanzas públicas, por lo menos hoy son bastante mejores que aquellas. 


Se hacen objeciones -que también compartimos plenamente- en cuanto a que este tipo de instrumentos no es 
el adecuado para defender lo que se quiere, porque si se pretende que los sectores de la población con menos 
recursos accedan a determinados productos de la canasta básica a un precio más bajo, en primer lugar, la 
exoneración no asegura esa baja y, en segundo término, es un mecanismo que en tanto exoneración se aplica 
a todos los sectores sociales. En consecuencia, desde el punto de vista de la redistribución ese instrumento es 
absolutamente inadecuado. 


Por otra parte, también compartimos el criterio de que en ningún caso debe recorrerse el camino de la fijación 
de precios. Diría que los intentos de diálogo y de negociaciones que se anuncian en general son 
planteamientos de carácter voluntario que en todo caso chocan con la realidad del propio mercado. 


Conjuntamente con otros legisladores hemos impulsado en la Comisión de Hacienda la consideración de un 
proyecto de ley que la Cámara aprobó en la Legislatura pasada, para tratar de legislar en materia de libertad 
de comercio y defensa de la competencia. Estos sí son caminos e instrumentos adecuados para dar respuesta a 
lo que queremos. 


No quiero establecer ningún juicio peyorativo sobre este proyecto pero sí decir que, a nuestro juicio, era 
demagógico en el momento en que fue planteado y que sigue siéndolo ahora. Si lo que queremos realmente 
es mejorar el nivel adquisitivo de algunos sectores de la población, esta no es la forma que tenemos de 
lograrlo. En todo caso, comparto que lo mejor es hacer un esfuerzo focalizado del gasto para que los recursos 
del Estado lleguen a quienes deben llegar. 


Desde este punto de vista queremos coincidir con el señor Subsecretario, señalar que las consideraciones que 
él hizo también son válidas para el pasado y manifestar nuestro acuerdo con que el camino de legislar en 
materia de libertad de comercio y de defensa de la competencia es el mejor instrumento que tenemos para 
alcanzar éxito en lo que tiene que ver con los precios de los artículos que componen la canasta básica, 
fundamentalmente en aquellos en los que existen situaciones monopólicas u oligopólicas. Hoy se mencionaba 
a uno de ellos, el aceite, y yo creo que es algo que debe revisarse en el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Precisamente, en el período pasado se hizo lugar a la gestión de una empresa que, de acuerdo con la 
información que obra en nuestro poder, lo que hace es importar el aceite desde Argentina en condiciones de 
proceso de industrialización un poco inferiores al proceso final. 


En consecuencia, por la vía de la actuación que le cupo en aquel momento al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería establecimos primero una suerte de protección, aunque en realidad no estamos estableciendo una 
protección porque el proceso industrial en Uruguay es escaso. 


Segundo, estamos poniendo una traba, para que el aceite no ingrese de Argentina, pero de todas maneras 
ingresa por esa otra vía, ya que la producción nacional de aceite es muy escasa. 


Estos son los temas que deberíamos analizar, a fin de que los instrumentos de que dispone el Ministerio de 
Economía y Finanzas se utilicen para desarrollar la competencia. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Queríamos formular algunas consultas al señor Subsecretario y a la 
delegación del Ministerio de Economía y Finanzas que hoy nos visita, sobre la base de que esta 


instancia -como lo acotó claramente el señor Presidente al inicio- tiene como objetivo auscultar la 
posición del Poder Ejecutivo o, en todo caso -hago la salvedad deliberadamente-, del Ministerio de 
Economía y Finanzas con respecto al proyecto de ley que tenemos en consideración. 


En líneas generales comparto los conceptos que ha manejado en abstracto el señor Subsecretario, como por 
ejemplo las definiciones en cuanto a la política de precios o la mayor o menor intervención -o en todo caso, 
nula- que el Estado debería tener en esta materia. Él ha establecido razones de texto y de contexto en función 
de la coyuntura en la que este proyecto se presentó en la Legislatura anterior y me parecen atendibles. Tal vez 
tenga algún matiz o no me resulte del todo convincente el argumento referido al Plan de Emergencia Social, 
porque creo que estamos hablando de distintos segmentos de la población. Ese plan atiende sectores de la 
población que, cuantitativa y sociológicamente, no son los mismos que los del universo al que este proyecto 
está referido. Según se ha anunciado por parte del Gobierno, el Plan de Emergencia está referido, 
fundamentalmente, a aquellos compatriotas que viven en una situación de marginalidad o pobreza extrema y 
si bien este proyecto, en caso de prosperar, beneficiaría a ese segmento poblacional, también sería bueno para 
aquellos que sin estar marginados de la sociedad no están en condiciones de satisfacer sus necesidades 
básicas, por lo que bien les vendría acceder a los productos de la canasta básica en condiciones de 
disminución de precios o exoneración de impuestos. 


Los aspectos que pretendemos que el señor Subsecretario nos ayude a establecer tienen que ver con dos o tres 
temas. Con respecto al primero, él mencionaba razones de coyuntura. Mi pregunta es si esa valoración es la 
del Ministerio de Economía y Finanzas -que él representa- o la del Poder Ejecutivo en su conjunto. En estas 
últimas semanas -y por tanto en una coyuntura diferente a la que existía cuando este proyecto se presentó- 
hemos escuchado manifestaciones y expresiones de preocupación de otros representantes del Poder Ejecutivo 
-como el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y otros voceros calificados-, en cuanto a la 
necesidad, conveniencia o urgencia de avanzar procurando disminuir los precios de estos productos a fin de 
hacerlos accesibles al público. 


Por tanto, reitero que queremos saber si lo que hemos escuchado hoy de boca del señor Subsecretario está 
referido al Ministerio de Economía y Finanzas, que él representa, o al Poder Ejecutivo en su integralidad. 


En lo que tiene que ver con las exoneraciones que este proyecto de ley impulsaba en el período pasado y que 
hoy procura, de acuerdo a lo aquí establecido, también queremos saber si las objeciones o las discrepancias 
que parece marcar el señor Subsecretario están hechas en nombre del Ministerio de Economía y Finanzas o 
del Poder Ejecutivo en su conjunto y voy a explicar por qué. Un representante del Poder Ejecutivo que no 
integra el Ministerio de Economía y Finanzas, concretamente el Ministro Mujica, en el día de ayer, manejó 
como alternativa para la disminución de los precios de estos productos, acuerdos con distribuidores y 
comerciantes minoristas. En todos los casos esto tendría una vinculación con la cuestión impositiva, o por lo 
menos plantearía la alternativa de que por la vía de la disminución tributaria se pudieran alcanzar esos 
acuerdos con los comerciantes sobre la distribución y la venta de los productos que integran la canasta 
familiar. Entonces, no me cierra que se vincule la mejora de esta situación a una reforma tributaria en la que 
el Poder Ejecutivo está trabajando y que estaría en vías de definición, con la circunstancia de que el Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca haga referencia a disminuciones de impuestos o reducciones tributarias 
para estos productos o los de la canasta familiar. 


El propio Presidente de la República -tengo en mi poder algún recorte de prensa-, con fecha 15 de abril, si 
bien no anunció ni definió criterio alguno, dejó planteada la alternativa de una posible reducción del IVA de 
estos productos, lo que también nos hace dudar o plantearnos la interrogante en cuanto a si la mejora de esta 
situación debe esperar a esa reforma integral del sistema tributario de la que el señor Subsecretario nos 
hablaba, o si en algún ámbito del Poder Ejecutivo se estaría pensando en una solución específica y concreta 
cuya concreción podría acelerarse. 


Con respecto a la fijación administrativa de precios, por supuesto que compartiendo los argumentos que 
todos los compañeros de la Comisión han formulado -tanto el señor Presidente como el señor Diputado 
Posada y que hago míos en cuanto a las distorsiones que ese mecanismo de fijación de tarifas podría generar-, 
la duda que me asalta y que pido que el señor Subsecretario me aclare, es si en esto ha habido una evolución 
del pensamiento del partido que hoy gobierna. Este proyecto -más allá de lo coyuntural- establece ese 
mecanismo de fijación de los márgenes de ganancia de quienes intervienen en la cadena del negocio 


relacionado con estos productos, con carácter general, me parece que bastante más allá de cualquier 
coyuntura que el país atravesara. 


Este proyecto fue firmado por los Diputados de la bancada del Frente Amplio, muchos de los cuales hoy 
están integrando el Poder Ejecutivo; inclusive el actual Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca fue 
uno de los firmantes y por ese motivo queremos saber si lo que se entendía como un mecanismo atinado en 
setiembre de 2002 ha dejado de serlo para el Poder Ejecutivo actual, lo que en sí mismo no me parece 
pecaminoso ni deprecatorio. Simplemente queremos constatar esa realidad a los efectos de advertir si en esta 
materia ha habido una evolución en la política o en el pensamiento del partido que está gobernando. 


Finalmente, con respecto al artículo 3%, que podría ser el que nos mereciera menos reparos y que refiere a los 
mecanismos previstos por este proyecto para dar publicidad a los precios de la canasta familiar, me quedé 
pensando -y consulto al señor Subsecretario- en los mecanismos actualmente existentes y en la alternativa de 
dar a esa información una divulgación mayor. Si bien es saludable saber -lo sabíamos de antemano- que el 
área de defensa del consumidor incluye estos datos en su página web, es evidente que el interés por llegar a la 
información sobre estos productos está referido a las capas de la población que claramente tienen menos 
acceso a Internet y a los mecanismos electrónicos. Por tanto, sería interesante plantear -no sé si el Poder 
Ejecutivo está pensando en algo así- una alternativa de divulgación de esa información con carácter más 
masivo, a los efectos de que toda la población, y fundamentalmente el segmento que más nos interesa en esta 
convocatoria, pueda tener acceso a ella, ya que sin duda resulta necesaria para conocer precios, costos y 
alternativas de consumo en el mercado y en la realidad en que estamos inmersos. 


Esas eran las consultas que quería formular; agradezco a la delegación por su paciencia y por su 
comparecencia en la tarde de hoy. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a lo planteado por el señor 
Diputado Posada, debo decir que tenemos un marco general de coincidencia. De todas maneras, haría 
la precisión de que no todo lo que ahora ponemos como elementos alternativos a este proyecto estaba 
presente en el año 2002. Ojalá hubiera habido un programa explícito de emergencia social en aquel 
entonces que oficiara como un elemento integrador de las políticas sociales imprescindibles en esos 
momentos de turbulencia. En aquella ocasión, la situación financiera era más bien de turbulencia; hoy 
tenemos una carga en materia de endeudamiento y de restricciones que no se puede comparar con la 
de 2002, ya que en ese año todavía no estaba esa carga de endeudamiento, pero la turbulencia la 
termina generando. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


——— Aveces, desde la oposición uno tiene que operar con elementos puntuales. Desde el Gobierno uno 
dispone de una batería de instrumentos. En la medida en que hay una batería de instrumentos, uno no tiene 
por qué oficiar de manera idéntica en ese sentido. Reitero que este es un elemento discutible y cada uno 
podrá tener su percepción. Creo que el hecho de que ahora se explicite, se organice y se genere un programa 
integral de políticas sociales, que se inicie con el Plan de Emergencia Social, muestra una forma alternativa 
para atacar los problemas de la pobreza y la indigencia; eso no estaba presente en el año 2002. Digo esto sin 
perjuicio de reconocer que Uruguay históricamente ha tenido un gasto social considerable. 


Con respecto a la posición que tienen el Poder Ejecutivo y el Ministerio de Economía y Finanzas en cuanto a 
estos temas, debo decir que desde el Gobierno es unánime la visión de la necesidad de la disminución de 
precios en los productos de la canasta básica; en eso coincidimos absolutamente. El Presidente de la 
República ha sido explícito con respecto a que la vía de lograr esto no es la fijación administrativa de precios, 
sino el diálogo y la negociación. 


En cuanto a los manejos en materia de política tributaria, debo decir que desde el Ministerio de Economía y 
Finanzas estamos convencidos de que la mejor forma del análisis de exoneraciones tributarias y demás es la 
revisión global del sistema tributario en el marco de la reforma. Creemos que esto es algo que podemos hacer 
de manera relativamente rápida, como estaba planteado. A su vez, estamos convencidos de que en este marco 
de mercados muy centralizados y concentrados, la mera exoneración tributaria no impacta necesariamente en 
los precios. 


No me corresponde evaluar la evolución del pensamiento de ninguna fuerza política. Como norma general, 
creo que es sano que las fuerzas políticas evolucionen; eso le pasa a todas ellas. 


Coincido plenamente con la búsqueda de mecanismos para hacer una divulgación más masiva de la 
información del área de defensa de los derechos del consumidor. Inclusive, a través del desarrollo del Plan de 
Emergencia hay un buen canal para llegar a gente que hoy no tiene acceso a medios de informática. 
Bienvenidas todas las propuestas que tienen que ver con una forma más masiva de difusión de este tipo de 
cosas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que vamos por buen camino. Por momentos siento la tentación 
de marcar algunas contradicciones políticas, pero voy a tratar de no sucumbir a ella por la simpatía 
que emana de la figura del Subsecretario, por su actuación anterior en los organismos reguladores y 
por el buen enfoque que creo se le está dando a la economía. Entiendo que es bueno para el país el 
enfoque que se le está dando a la economía a través del Ministro y del Subsecretario. 


Es bueno tratar de buscar los caminos económicos adecuados para el país. Maurice Duverger decía que los 
partidos políticos pueden tener un discurso acorde a su cercanía con el poder. Cuando no se está cerca del 
poder, se puede decir cualquier cosa; cuando se está en el poder, naturalmente esas cosas no se pueden 
aplicar. Tenemos unos cuantos años por delante y nuestro Partido se ha planteado no cobrar cuentas, sino 
tratar de que al país le vaya bien. Esto tiene que ver con lo que ha hecho nuestro Partido históricamente. Lo 
más importante es pensar en que el rumbo del país sea correcto. Con respecto a la gran mayoría de las cosas 
que se están planteando desde el punto de vista económico, el país está tomando un rumbo apropiado en lo 
macroeconómico. Me parece que la ley tiene una pésima técnica legislativa; en principio, debe medirse con 
bastante certeza la alícuota por la cual se exonera o no se exonera. Creo que el principio de legalidad nos 
lleva a que seamos mucho más precisos en cuanto a lo que regulamos en una norma y, además, al Poder 
Ejecutivo no se le faculta a exonerar, sino que solicita al Parlamento que se faculte la exoneración de 
determinado tributo. No me parece que sea por este camino, pero debe haber una preocupación por ver de 
qué manera establecemos regulaciones para que los sectores populares de la población para puedan acceder 
más fácilmente a la canasta básica. 


No solo quienes están en el Plan de Emergencia tienen dificultades con este tema. Me da la impresión -voy a 
hacer una reflexión política general- de que no tenemos que centrarnos en pensar que a través del Plan de 
Emergencia se van a encontrar las grandes soluciones para el país, porque esto puede fomentar un 
clientelismo de determinados sectores sociales y el sentir que deben bajar los brazos aquellas personas que 
trabajan diez o doce horas, con muy poca paga, que tienen que ir y volver a un lugar y que pueden decir: "yo 
trabajo para terminar ganando $ 2.000 o $ 2.500, pero me puedo quedar en mi casa y recibir $ 1.300, 
teniendo la facilidad de acceder a otras cosas; entonces, me tengo que quedar por acá”. 


Creo que este tipo de planes pueden servir en coyunturas determinadas para solucionar puntualmente algunas 
situaciones especiales. Pero lo que tenemos que pensar es de qué manera nosotros hacemos que el costo del 
Estado sea menor y que en una sociedad se pueda acceder más fácilmente a los bienes y servicios que ella 
brinda, trabajando y buscando generar más empleo para la gente, no a través de los planes de emergencia. 


Por último, me parece que es bueno que el Poder Ejecutivo sea preciso acerca de la posición que tiene con 
respecto a este tema. Creo que no le hace bien al país -aunque pueda ser parte de lo que señalaba 
anteriormente: si quisiéramos entrar en divertimentos políticos podríamos marcar las contradicciones- no 
tener claro cuál es la política del Poder Ejecutivo con relación a determinados aspectos. Me parece bueno que 
el Poder Ejecutivo explicite qué quiere hacer con estas cosas y que tenga determinados voceros en cada área, 
porque si mañana va a aparecer el Subsecretario de una Cartera diciendo que quiere la exoneración de cierto 
tributo para determinado producto y eso no está en los planes del Poder Ejecutivo ni en la política económica 
a desarrollar, no estaremos dando buenas señales. Creo que hay que definir los rumbos que va a tomar el país 
en torno a la economía. Eso sería lo bueno para el país. 


Reitero nuestra disposición a cooperar para que al Gobierno le vaya bien por la misma razón que hemos 
dicho en otras oportunidades: acá vivimos, viven nuestros hijos y queremos que vivan nuestros nietos. No 
queremos marcar diferencias políticas; queremos que al país le siga yendo bien. Después tendremos tiempo 
de marcar las diferencias, aunque la tentación muchas veces es muy grande, sobre todo cuando tenemos giros 
tan imprevistos que casi, casi, son de trescientos sesenta grados, como decía aquel militar. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- He escuchado con mucha atención este intercambio de opiniones, que 
me ha permitido reafirmar dos ideas. La primera es que, al día de hoy, este proyecto resulta 
absolutamente inapropiado por las circunstancias que atraviesa el país y por las explicaciones que el 
señor Subsecretario acaba de dar en cuanto a su costo, a sus efectos y al resultado negativo que 
arrojaría en lo que hace al abaratamiento de la canasta básica familiar. 


Por otra parte, aún no sé quién fue el legislador o sector que solicitó el desarchivo de este proyecto de ley; 
siempre me quedó esa duda. 


(Interrupción del señor Presidente) 


——— Estoy seguro de que lo hizo con la mejor intención de poner a estudio del Parlamento un articulado que 
consideraba válido para esta época, más allá de todas las opiniones negativas que acabamos de escuchar. 
Evidentemente, alguien del Partido Nacional consideró que este era el instrumento válido para cambiar la 
situación que hoy existe; también en este caso podríamos hablar de evolución o involución del pensamiento. 


La otra duda que me queda es si con este articulado se pretende generar las contradicciones a las que hacía 
referencia el señor Diputado Iturralde Viñas, de las que nos hacemos cargo. Creo que las fuerzas políticas 
tienen intrínsecamente en su pensamiento, en el desarrollo de ideas y en la asunción de diferentes 
responsabilidades, contradicciones de las que debemos hacernos cargo. Afortunadamente, la izquierda hace 
mucho tiempo dejó la idea del pensamiento único y de la evolución histórica indefectible hacia un objetivo 
como uno de sus principios. Ser de izquierda, ser progresista, entre otras cosas, implica aceptar la evolución 
del pensamiento y admitir con naturalidad si hubo contradicciones o errores en la historia. 


Creo que hay otros elementos que deberíamos incorporar en este análisis; algunos los mencionó el señor 
Subsecretario y yo los quiero citar desde mi fuerza política. Me refiero al contexto en que se dio una 
situación y en que se dio la otra, a los instrumentos que se dispusieron y que se disponen ahora, y a la 
voluntad política con que un Gobierno encaró la crisis de 2002 y a la voluntad política con que este Gobierno 
encara la crisis de 2005. Me parece que hay elementos que son bastante diferentes en una situación y en la 
otra, como también el papel que se juega desde la oposición hacia el Gobierno. 


Alguien de la oposición hoy levantó este proyecto de ley, seguramente creyéndolo válido. Parto de la base de 
la buena voluntad del legislador que lo desarchivó, no para generarnos contradicciones internas sino, 
supuestamente, porque lo consideraba un instrumento para solucionar un problema que vive la sociedad. Este 
tipo de situaciones se dan en todos los partidos políticos. 


Me parece que lo más importante ahora es llegar a la conclusión de si esto es o no válido, más allá de que hay 
una búsqueda de un objetivo, que es abaratar la canasta básica familiar. Creo que en eso no hay 
contradicciones; ni siquiera las hay en quienes exponen sus distintas posiciones desde el Poder Ejecutivo. 
Aquí hay una conducción política firme, respaldada por la fuerza política que ha establecido cuáles son las 
líneas generales hacia las que se dirige el país, y que cuenta con el respaldo explícito del señor Presidente de 
la República; eso es lo que está marcado. Después habrá quienes, desde distintas responsabilidades y 
posiciones, puedan establecer ante la coyuntura determinadas prioridades, pero el Gobierno tiene 
absolutamente claro hacia dónde va el país. 


Tengo la sensación de que estamos en condiciones de avanzar un poco más en cuanto a lo que vamos a hacer 
con este proyecto de ley. Desde mi perspectiva, debería ser archivado y la Comisión tendría que pasar a otro 
tipo de consideraciones. 


SEÑOR POSADA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Sinceramente, si el artículo 1” plantea todas las dificultades que hemos 
constatado y compartido, y el artículo 2” es rechazado de plano por la historia y por las condiciones 
actuales del país, me parece que el proyecto debería ser archivado de nuevo. Obviamente, no pretendo 
cerrar ningún debate. Esta es una discusión que sospecho que va a seguir por el espíritu del proyecto y 
por las derivaciones políticas que asumo con naturalidad que son legítimas en este juego 
parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informamos al señor Diputado Varela Nestier que la votación del desarchivo 
del proyecto de ley fue de 68 en 69; la iniciativa vino a la Comisión, la que resolvió incorporarlo en el 
orden del día. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Eso lo tenía claro. He aprendido que, por cortesía parlamentaria, hay 
que votar todos los desarchivos, ¡y he desarchivado cada cosa, señor Presidente! 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que el pedido de desarchivo de un Diputado salteño de Alianza 
Nacional, del Partido Nacional, se hizo con ánimo de estudiar la posibilidad del Poder Ejecutivo de 
incidir sobre el texto del artículo 1”, que creo que es lo más importante. Sobre todo, no se actuó con 
ánimo de marcar contradicciones sino de reafirmar algunos aspectos. Este proyecto estaba firmado por 
los señores Diputados Ibarra y Fonticiella, por algunos actuales Ministros como el señor Rossi, y por 
dos actuales Subsecretarios. La idea es apoyarse en la voluntad de todos estos legisladores para que 
desde el Poder Ejecutivo se plantee una exoneración de estos tributos. 


Comentábamos que no es la mejor técnica legislativa, pero no son los artículos 2” y 3 los que más interesan, 
sino el artículo 1%, en el que se plantea disminuir los tributos de que se trata. Eso permanece vigente y por eso 
no vamos a acompañar el archivo del proyecto. 


SEÑOR CLAVIJO.- Coincido con el señor Diputado Varela Nestier. Estamos apuntando mal. Aquí 
estamos discutiendo un proyecto cuando deberíamos estar hablando de la situación real de un montón 
de compatriotas, principalmente del interior del país, que están percibiendo entre $ 6 y $ 8 la hora, por 
lo que están fuera del Plan de Emergencia. 


Estos problemas hay que enfrentarlos antes de que estallen en crisis. El Instituto Nacional de Estadística 
señala que sigue aumentando la situación de indigencia en los sectores más desposeídos, es decir, entre los 
menores. El viernes se informó sobre una encuesta que revela que la situación sigue siendo alarmante. En 
esto coincidimos todos. No sé por qué debemos limitarnos a un proyecto cuando lo que tenemos que discutir 
es la situación en que están nuestros compatriotas. No me cierra que cuando se trata de un derecho 
fundamental como el de la alimentación estemos analizando los números. Es un derecho fundamental del ser 
humano y debe ser una cuestión de Estado, no de Gobierno. Los niños tienen que llenarse la panza, y no solo 
por lo que representa el hambre en el momento sino también por lo que la gurisada implicará para el futuro 
del país. Creo que es un tema que trasciende la situación actual y que tiene relación con el proyecto de país. 


También me llama la atención que se estén planteando catorce productos de la canasta básica. 


Concuerdo con que no se puede tomar esta decisión por decreto, imponiendo. Por eso, quiero plantear que el 
Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y todas las organizaciones empresariales sigamos trabajando en este 
tema para buscar una solución de consenso. Debemos discutir esta situación de emergencia que va más allá 
de la solución propuesta por el Plan de Emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite una interrupción? 


Solicito que se nombre como Vicepresidente Ad Hoc al señor Diputado Varela Nestier. 
(Apoyados) 
(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Varela Nestier) 


SEÑOR CLAVIJO.- Estaba planteando que hay otros sectores que con justeza están exonerados de 
gran parte del impuesto que pagan. Por ejemplo, el sector agropecuario lo está en los insumos 
veterinarios, en los fertilizantes y en la maquinaria. No estoy diciendo que esté mal; todo lo contrario. 
Es un sector que hay que apoyar y dinamizar, teniendo en cuenta ese proyecto de país productivo. Pero 
acá estamos hablando de catorce productos de la canasta básica. Es necesario frenar el aluvión para 
que no desemboque después en el Plan de Emergencia. 


Si como Poder Ejecutivo y como Poder Legislativo nos comprometemos en este tema y logramos conversar 
con los empresarios, creo que va a ser entendido y vamos a encontrar una solución. Pienso que se trata de un 
muro de contención a la exclusión. 


SEÑOR CUSANO.- Concurrí a esta Comisión a escuchar la opinión del Ministerio de Economía y 
Finanzas con respecto a este proyecto de ley. Con sorpresa, veo que estamos entrando en un debate 
ideológico político. Por lo tanto, tengo que decir que no se cumplió con los plazos que se habían 
establecido de acuerdo con lo manifestado por el señor Presidente de la República el 1” de marzo. 
Votamos con suma urgencia un Ministerio de Desarrollo Social que iba a instrumentar este Plan de 
Emergencia. Ahora resulta que este Plan no tiene tanta urgencia pues se dice que se va a aplicar 
después del 8 de mayo. Sin embargo, la gente que no come, no come, sin importar los plazos ni los 
tiempos. Por ende, si la importancia es tal, mientras no esté funcionando el Plan de Emergencia, 
busquemos una solución a este tema. Además, no creo que con poco más de mil pesos se solucione el 
problema alimenticio en un cien por cien. 


Me queda totalmente clara la posición del Ministerio de Economía y Finanzas. Sé que hay divergencias 
dentro del Poder Ejecutivo, que tendrán que zanjar para unificar sus criterios. 


Soy nuevo en este Legislatura, pero pienso que nos estamos yendo totalmente de tema. Me quedó claro que el 
Ministerio de Economía y Finanzas no apoya la exoneración de estos tributos. En ese momento, en mi 
opinión, se terminó el asunto en discusión. 


Por otra parte, no estoy de acuerdo con archivar este proyecto de ley. Tal vez, haya que modificar los 
artículos 2* y 3* -no estoy de acuerdo con el 2*-, pero con el 1* tendremos que trabajar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Delgado) 


——— Asimismo, estoy de acuerdo con algún Legislador que me antecedió en el uso de la palabra en cuanto a 
que son más los actores sociales que tienen que intervenir en este debate. 


Finalmente, agradezco la franqueza con que expuso el señor Subsecretario y expreso el deseo de que este 
Legislador o esta Comisión pueda hacer razonar y trabajar juntos a todas las partes para llegar a un acuerdo 
que convenga a todos y que, en definitiva, beneficie al ciudadano uruguayo, que es lo que todos estamos 
buscando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer la presencia del señor Subsecretario y de sus asesores. 


Si bien quedó clara la posición contraria del Ministerio con respecto a este proyecto, la voluntad personal y la 
de los miembros de la Comisión que se expresaron es de trabajar en conjunto con el Poder Ejecutivo y, en 
particular, con esta Cartera o con quien corresponda, en la prosecución del objetivo final que es el 
abaratamiento de los productos de la canasta básica familiar. Debemos buscar mecanismos -será este u otro- 
para resolver este problema porque es un motivo de preocupación constante y nos interesa estar a la altura de 
las circunstancias y ser caja de resonancia de situaciones sociales que hoy se viven en el país. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero agradecer por el intercambio y 
por los conceptos vertidos, en particular, por el señor Diputado Iturralde Viñas. 


Por último, quisiera hacer dos comentarios. El primero refiere al Plan de Emergencia. Efectivamente, dicho 
Plan apunta a mitigar un problema sobre la base de que, como están las cosas y las restricciones fiscales y 
financieras que tiene el Estado, los más desprotegidos vayan primero. Sin embargo, con este Plan no se 
pretende resolver problemas sociales que tienen un componente más estructural. Tiene un esquema de largo 
plazo y apunta a evitar la exclusión generando inclusión. Lógicamente, la solución de largo plazo pasa por 
generar fuentes genuinas de empleo y para ello es necesario un esquema de inversión acorde. 


Reitero que no se pretenden resolver todos los problemas con el Plan de Emergencia. Este es un componente 
en el marco de un programa económico de Gobierno, que se ha hecho público en varias oportunidades, y 
alrededor del cual trabaja todo el Poder Ejecutivo y los distintos sectores gubernamentales. Desde ese punto 


de vista, a fin de aclarar, reitero que con el Plan de Emergencia no se pretenden resolver los problemas 
sociales sino solucionar la situación de los más desprotegidos de manera inmediata. Al mismo tiempo, está 
claro que esto debe estar integrado a un esquema de políticas sociales y económicas que apunten a resolver el 
problema del empleo y de la inversión en el largo plazo. Está claro que un marco fiscal estable ayuda a hacer 
políticas sociales; cuando permanentemente está alterándose no se facilita la planificación y la delimitación 
de las políticas sociales. 


El ejemplo que ponía el señor Diputado Clavijo es una buena razón para enfatizar que no es que estemos a 
favor o en contra de estas exoneraciones en particular, sino que entendemos que esto debe analizarse en el 
marco del conjunto de la reforma tributaria o del mapa de exoneraciones y exenciones. Como ejemplificaba 
el señor Diputado Clavijo, el sector agrario tiene un número importante de exoneraciones. Entonces, esto 
debe analizarse de manera integral; no caso por caso en forma aislada. Por supuesto que siempre nos vamos a 
encontrar con que es razonable exonerar, pero si exoneramos el 100%, no se cobran impuestos, y si no se 
recauda, ya sabemos lo que no pasa. 


Por lo tanto, insisto en que esto debe analizarse en el marco de la reforma tributaria, sin perjuicio de entender 
que se puede trabajar en conjunto por otras vías, a través del diálogo y de la negociación, para lograr el 
objetivo -que sí compartimos- de disminuir los precios como forma de favorecer a los sectores sociales más 
desprotegidos. 


Con respecto a los plazos del Plan de Emergencia Social, tengo entendido que su expresión formal, que es el 
PANES, está en la órbita parlamentaria y, en consecuencia, ahora dichos plazos están sujetos a la discusión y 
a los procesos parlamentarios. 


Muchas gracias y reitero la disposición a trabajar juntos y a mantener vías de comunicación permanentes 
entre ambos Poderes. 


(Se retiran el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería y sus asesores) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


